CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Caducidad – Liquidación 
La caducidad de esta pretensión como instituto procesal obtiene soporte y fundamento en el artículo 228 de la Constitución Política. Dicho fundamento constitucional determina la aplicación de los términos procesales en el ordenamiento jurídico, buscando ante todo la protección material de los derechos y la resolución definitiva de los conflictos que surgen a diario en el complejo tejido social. Conforme a la estructuración conceptual de nuestra legislación, la figura de la caducidad del medio de control es de estricto orden público y de obligatorio cumplimiento, innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento normativo de un lapso habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales. En esta perspectiva el legislador ha considerado que la no materialización del término límite establecido para la correspondiente caducidad constituye otro de los presupuestos para el debido ejercicio de la acción contencioso administrativa que estuvieren condicionadas para estos efectos por el elemento temporal.

Desde este punto de vista, la caducidad se institucionaliza como un concepto temporal, perentorio y preclusivo de orden, estabilidad, interés general y seguridad jurídica para los asociados y la administración desde la perspectiva procesal, generando certidumbre en cuanto a los tiempos de las personas para hacer valer sus derechos ante las autoridades judiciales. En este sentido, las consecuencias del acaecimiento de la condición temporal que es manifiesta en toda caducidad implica la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren vulnerados por causa de la actividad de la administración pública.

3.4.- De manera concreta, en relación con la caducidad del medio de control de controversias contractuales el artículo 164.1 literal j) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dispone que las acciones relativas a los contratos, es decir, frente al medio de control de controversias contractuales, la demanda deberá presentarse dentro de los “dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento” A su vez, dispone que frente aquellos contratos que requieran liquidación y ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se efectúe por la administración de forma unilateral, ese mismo término se contabilizará “una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que lo disponga”.
LIQUIDACIÓN BILATERAL – Plazo – Autonomía de la voluntad
[…]  la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, además de poderse realizar dentro del plazo fijado en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia también se puede efectuar dentro del plazo estipulado o acordado por las partes en el contrato, es más, por regla general debe entenderse que el plazo que en principio se debe tener en cuenta para liquidar bilateralmente el contrato es el acordado por las partes.  Así las cosas, se entiende que sí las partes en ejercicio del principio de la autonomía dispositiva convienen fijar un plazo determinado en el contrato para realizar la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, es evidente que en principio éste es el plazo que se debe tener en cuenta para realizarla. 

Ahora bien, en el evento en el cual ni los pliegos de condiciones o los términos de referencia en su caso establezcan un plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo y que las partes tampoco hayan fijado uno en el contrato, la ley establece un término de carácter subsidiario o supletivo de 4 meses para que éstas puedan realizarla. De ésta forma, el plazo para liquidar bilateralmente el contrato será en principio el fijado por las partes de común acuerdo o en su caso el previsto en el pliego de condiciones o en los términos de referencia y que ante la ausencia de éstos será aplicable entonces el plazo supletivo de 4 meses consagrado en el artículo 11 de la ley 1150 de 2007. 

LIQUIDACIÓN UNILATERAL – Plazo

[…] la liquidación unilateral del contrato la norma es clara al establecer que en aquellos eventos en los cuales el contratista no se presente a la liquidación o no se llegue a un acuerdo entre las partes sobre la misma, la entidad podrá ordenar la liquidación unilateral del contrato dentro de los dos (2) meses siguientes conforme a lo dispuesto en el artículo 136 del C.C.A. De lo anterior se deduce entonces que el término de dos (2) años para que opere la caducidad del medio de control de controversias contractuales en los contratos que requieren liquidación empezara a correr desde el momento en que la liquidación se realice o, si ella no se hubiere hecho, a partir de la conclusión del término que tenía la Administración para hacerlo unilateralmente. 
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Actor: CONSORCIO COLFEIN 2009, INCOPAC S.A., COLSERPETROL LTDA. Y FENIX INGENIERÍA S.A.   

Demandado: ECOPETROL S.A.  

Medio de control: CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. 

Procede la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto del 8 de octubre de 2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Oralidad de Santander, mediante el cual se negó la excepción de caducidad del medio de control de controversias contractuales formulada por la accionada. 

ANTECEDENTES

1. El 26 de enero de 2014
 y ante la solicitud presentada por el consorcio accionante el 13 de noviembre de 2014
 se llevó a cabo una audiencia de conciliación  prejudicial ante la Procuraduría No. 160 Judicial II para asuntos administrativos, la cual se declaró fracasada por ausencia de ánimo conciliatorio de la accionada.  

2. Por medio de escrito presentado el 2 de febrero de 2015
 el Consorcio Colfein 2009, conformado por las Sociedades Incopav S.A., Colserpetrol Ltda. y Fenix Ingeniería S.A., presentó demanda contra Ecopetrol S.A., solicitando que se declarara que se rompió el equilibrio económico del contrato No. 5206205 por la entrega inoportuna de permisos ambientales y de los predios a intervenir, así como la entrega incompleta y deficiente de los diseños, planos e información, con la consecuente condena al reconocimiento y pago de las sumas por concepto de los sobrecostos ocasionados por la mayor permanencia en la obra; por las utilidades dejadas de percibir y por los perjuicios materiales ocasionados en la modalidad de lucro cesante. 

3. A través del auto del 11 de marzo de 2015
 el Tribunal administrativo de oralidad de Santander admitió la demanda interpuesta. Dicha providencia fue notificada el 6 de abril de 2015 y contra la misma la accionada instauró el recurso de reposición
 el cual fue rechazado por ser extemporáneo mediante la providencia del 10 de julio de 2015
.

4. Mediante escritos del 26 de junio de 2015
 y del 14 de agosto de 2015
 la accionada presentó como excepciones las que denominó “Caducidad del medio de control”, “Inepta demanda por indebido agotamiento del requisito de procedibilidad”, “Inexistencia del desequilibrio económico”, “Inexistencia del perjuicio económico por la forma de pago del contrato”, “falta de oportunidad en la reclamación del contratista” y “transacción con efectos de cosa juzgada” por la existencia de acuerdos previos suscritos entre las partes en la ejecución del contrato.

5. Por medio del auto del 8 de octubre de 2015
 el Tribunal Administrativo de Oralidad de Santander negó la excepción de caducidad del medio de control de controversias contractuales y las restantes excepciones formuladas por la parte demandada. Contra dicha decisión y en el curso de la audiencia inicial prevista en el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011 la accionada instauró el recurso de apelación, el cual se concedió en el efecto suspensivo. 

6. El 14 de octubre de 2015 por medio del Oficio No. 0763
 la Secretaría del Tribunal Administrativo de Santander remitió el expediente a esta Corporación a efectos de que se le diera trámite al recurso de apelación interpuesto.

CONSIDERACIONES

1- Esta Corporación es competente para conocer el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra el auto del 8 de octubre de 2015, proferido por el Tribunal Administrativo de Oralidad de Santander, como quiera que el presente proceso tiene vocación de doble instancia en razón a la cuantía, pues la pretensión mayor individualmente considerada asciende a la suma de $18.890´381.400,00, equivalente a 29316, 95 salarios mínimos mensuales de 2015, año de presentación de la demanda, a razón de $644.350 el salario mínimo legal mensual, al tenor de lo dispuesto en los artículos 152.6 y 157 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Además la decisión adoptada por el a quo de negar la excepción de caducidad del medio de control de controversias contractuales es susceptible del  recurso de apelación conforme al inciso 3º del numeral 6º del artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

2- El recurso de apelación interpuesto por la parte demandada se concreta en precisar si ya operó el fenómeno jurídico de la caducidad del medio de control de controversias contractuales en el presente asunto. 

Al respecto el No. 1º literal j) del artículo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece que las acciones relativas a los contratos, es decir, frente al medio de control de controversias contractuales, la demanda deberá presentarse dentro de los “dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento”

A su vez, dispone que frente aquellos contratos que requieran liquidación y ésta se realice de común acuerdo, el término de caducidad de 2 años se contabilizará “desde el día siguiente al de la firma del acta”, y que en aquellos contratos que requieran liquidación y ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se efectúe por la administración de forma unilateral, ese mismo término se contabilizará “una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que lo disponga”

3.- Caducidad del medio de control de Controversias contractuales. 

3.1.- La caducidad de esta pretensión como instituto procesal obtiene soporte y fundamento en el artículo 228 de la Constitución Política. Dicho fundamento constitucional determina la aplicación de los términos procesales en el ordenamiento jurídico, buscando ante todo la protección material de los derechos y la resolución definitiva de los conflictos que surgen a diario en el complejo tejido social
.

3.2.- Conforme a la estructuración conceptual de nuestra legislación, la figura de la caducidad del medio de control es de estricto orden público y de obligatorio cumplimiento, innegociable e irrenunciable en cuanto implica el reconocimiento normativo de un lapso habilitador para el ejercicio de ciertas acciones judiciales
. En esta perspectiva el legislador ha considerado que la no materialización del término límite establecido para la correspondiente caducidad constituye otro de los presupuestos para el debido ejercicio de la acción contencioso administrativa que estuvieren condicionadas para estos efectos por el elemento temporal
.

3.3.- Desde este punto de vista, la caducidad se institucionaliza como un concepto temporal, perentorio y preclusivo de orden, estabilidad, interés general y seguridad jurídica para los asociados y la administración desde la perspectiva procesal, generando certidumbre en cuanto a los tiempos de las personas para hacer valer sus derechos ante las autoridades judiciales
. En este sentido, las consecuencias del acaecimiento de la condición temporal que es manifiesta en toda caducidad implica la pérdida de oportunidad para reclamar por la vía judicial los derechos que se consideren vulnerados por causa de la actividad de la administración pública
.

3.4.- De manera concreta, en relación con la caducidad del medio de control de controversias contractuales el artículo 164.1 literal j) del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dispone que las acciones relativas a los contratos, es decir, frente al medio de control de controversias contractuales, la demanda deberá presentarse dentro de los “dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento”

A su vez, dispone que frente aquellos contratos que requieran liquidación y ésta no se logre por mutuo acuerdo o no se efectúe por la administración de forma unilateral, ese mismo término se contabilizará “una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que lo disponga”

4.- Caducidad del medio de control de controversias contractuales. 

El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 relativo al plazo para liquidar los contratos, establece que "La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga. 
En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C.C.A. 

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos días siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C. C. A(…)" 
De la lectura de la norma se logra evidenciar que la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, además de poderse realizar dentro del plazo fijado en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia también se puede efectuar dentro del plazo estipulado o acordado por las partes en el contrato, es más, por regla general debe entenderse que el plazo que en principio se debe tener en cuenta para liquidar bilateralmente el contrato es el acordado por las partes. 

Así las cosas, se entiende que sí las partes en ejercicio del principio de la autonomía dispositiva convienen fijar un plazo determinado en el contrato para realizar la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo, es evidente que en principio éste es el plazo que se debe tener en cuenta para realizarla. 

Ahora bien, en el evento en el cual ni los pliegos de condiciones o los términos de referencia en su caso establezcan un plazo para llevar a cabo la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo y que las partes tampoco hayan fijado uno en el contrato, la ley establece un término de carácter subsidiario o supletivo de 4 meses para que éstas puedan realizarla. 

De ésta forma, el plazo para liquidar bilateralmente el contrato será en principio el fijado por las partes de común acuerdo o en su caso el previsto en el pliego de condiciones o en los términos de referencia y que ante la ausencia de éstos será aplicable entonces el plazo supletivo de 4 meses consagrado en el artículo 11 de la ley 1150 de 2007. 

En lo que tiene que ver con la liquidación unilateral del contrato la norma es clara al establecer que en aquellos eventos en los cuales el contratista no se presente a la liquidación o no se llegue a un acuerdo entre las partes sobre la misma, la entidad podrá ordenar la liquidación unilateral del contrato dentro de los dos (2) meses siguientes conforme a lo dispuesto en el artículo 136 del C.C.A.

De lo anterior se deduce entonces que el término de dos (2) años para que opere la caducidad del medio de control de controversias contractuales en los contratos que requieren liquidación empezara a correr desde el momento en que la liquidación se realice o, si ella no se hubiere hecho, a partir de la conclusión del término que tenía la Administración para hacerlo unilateralmente. 

Es de precisar en éste punto que antes de la entrada en vigencia de la ley 1150 de 2007 ya los plazos referidos habían sido elaborados jurisprudencialmente por la Sección Tercera de ésta corporación. 

Así lo dijo esta Corporación en auto del 8 de junio de 1995
 en el que expresó:

“En materia contractual habrá que distinguir los negocios que requieren de una etapa posterior a su vigencia para liquidarlos, de aquellos otros que no necesitan de la misma. En éstos, vale decir, para los cuales no hay etapa posterior a su extinción, cualquier reclamación judicial deberá llevarse a cabo dentro de los dos años siguientes a su fenecimiento. Para los contratos, respecto a los cuales se impone el trámite adicional de liquidación, dicho bienio para accionar judicialmente comenzará a contarse desde cuando se concluya el trabajo de liquidación, o desde cuando se agotó el término para liquidarlo sin que se hubiere efectuado, bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración”.

Posteriormente esta misma Corporación en providencia del 22 de junio de 2000
 rememoró las posiciones que ella había asumido en punto del plazo que tenía la Administración para liquidar unilateralmente un contrato:

“En sentencia dictada en el proceso 5.334, proferida el día 11 de diciembre de 1989, la Sala expresó, haciendo referencia a otros fallos, que cuando termina un contrato, normal o anormalmente, y no existe acuerdo entre las partes, la Administración debe liquidarlo unilateralmente; que si bien la ley no fija plazos para efectuarla de mutuo acuerdo, encuentra que el “término plausible” debe ser el de cuatro meses contados a partir de aquella terminación. 

En cuanto a la liquidación unilateral dicha sentencia expresó que si no se logra acuerdo entre los contratantes, después de vencidos los cuatro meses, la Administración debía liquidar unilateralmente el contrato dentro de los dos meses siguientes; se afirmó que: 

“Para efecto de determinar la fecha de liquidación del contrato, la Sala ha venido aceptando como término plausible el de cuatro meses: dos, a partir del vencimiento del contrato para que el contratista aporte la documentación adecuada y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo (Sent. Enero 29/88, Exp. 3615. Actor Darío Vargas). A falta de acuerdo, estima la Sala que la entidad contratante debe proceder a la liquidación unilateral dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del término para hacer la liquidación de común acuerdo. Aunque este nuevo plazo no está previsto por la ley de manera específica, coincide con el consagrado legalmente para que se produzca el fenómeno del silencio administrativo negativo (Decreto ley 2.304 de 1989, arts. 1º y 7º) y, por esta razón, lo adopta la Sala para eventos como el que aquí se presenta” (Sentencia de noviembre 9, 1989, Expedientes Nos. 3265 y 3461. Actor: Consorcio CIMELEC LTDA-ICOL LTDA). Destacado con negrilla por fuera del texto original.”

Así las cosas, antes de la entrada en vigencia del artículo 60 de la Ley 80 de 1993, del artículo 44 de la Ley 446 de 1998 y del artículo 11 de la ley 1150 de 2007 la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ya tenía establecido que los contratos que requirieran de liquidación debían ser liquidados dentro de los cuatro (4) meses que seguían a su terminación y que si ésta no se hacía en esa oportunidad, la entidad estatal debía liquidarlo unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término anterior. 

Este criterio jurisprudencial fue el que finalmente se convirtió en disposición legal al consagrar, de un lado, el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 que los contratos debían liquidarse dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su terminación y al prever, de otro lado, el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 que si la administración no lo liquidaba dentro de los dos (2) meses que siguen al plazo establecido legal o convencionalmente para ello, el interesado podía acudir ante la jurisdicción dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar, términos éstos que finalmente fueron incorporados en el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007.

De ésta forma, como en el presente asunto las partes no acordaron en el contrato un plazo específico dentro del cual éste debía liquidarse, y que éste se terminó el 18 de junio de 2011, según un acta de terminación de las obras suscrita entre las partes, a partir de ésa fecha las partes tenían cuatro (4) meses para liquidarlo de común acuerdo, y si no lo lograban liquidar en dicho término, la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes. 

Una vez concluidos estos dos términos, es decir los cuatro (4) meses para liquidar el contrato bilateralmente y los dos (2) meses que le siguen para que la administración procediera a liquidarlo unilateralmente, empezaban a correr los dos (2) años que la ley preveía en aquel entonces y prevé ahora como término de caducidad. 

Pues bien, todo lo anterior se resume en que por la época en que se terminó el contrato, esto es, 18 de junio de 2011, las partes contaban con un término de cuatro (4) meses para liquidarlo de común acuerdo, y que si no lo lograban liquidar la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes. 

Una vez concluidos estos dos términos, es decir el plazo de cuatro (4) meses para liquidar bilateralmente el contrato y los dos (2) meses que le siguen, empezaban a correr los dos (2) años que la ley preveía en aquel entonces y prevé ahora como término de caducidad. 

Pero teniendo en cuenta que la demandante presentó una solicitud de conciliación prejudicial el 13 de noviembre de 2014, en principio para contar el término de caducidad del medio de control de controversias contractuales también debería tenerse en cuenta lo previsto en el artículo 21 de la ley 640 de 2001
conforme al cual una vez presentada la solicitud de conciliación prejudicial se suspenderá el término de caducidad o prescripción hasta que se logré un acuerdo conciliatorio o se expida el acta respectiva o hasta el vencimiento del término de tres (3) meses, lo que ocurra primero. 

Pues bien, de todo lo anterior se resume que por la época en que se terminó el contrato, esto es, el 18 de junio de 2011, las partes tenían un plazo de cuatro (4) meses para liquidarlo bilateralmente y que si no lo lograban liquidar la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes, plazo éste que inicialmente había sido elaborado jurisprudencialmente pero que luego se convirtió en legal en razón de lo antes preceptuado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 y ahora previsto en el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007. 

Es de precisar en éste punto que con independencia de que el contrato estatal se liquide de forma extemporánea, es decir, por fuera de los términos previstos en la ley para ello, las normas de caducidad de los medios de control son normas de orden público y de aplicación inmediata, cuyos términos son de carácter perentorio, de forma tal que una vez vencido el término de cuatro (4) meses para llevar a cabo la liquidación bilateral y los dos (2) meses para efectuar la liquidación unilateral se empiezan a contar los dos (2) años para la caducidad del medio de control de controversias contractuales, independientemente de que las partes decidan liquidar el contrato por fuera de esos términos legales. 

Adicional a lo anterior y teniendo en cuenta el artículo 21 de la ley 640 de 2001, el transcurso de los términos referidos debía suspenderse desde la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial y hasta un término máximo de tres (3) meses, lo que ocurriera primero. 

Pero si la solicitud de conciliación prejudicial se presenta una vez a operado el fenómeno de caducidad del medio de control de controversias contractuales, es evidente que en estos casos no hay lugar a la suspensión de términos referida.

 5.- Caso concreto.

En el presente asunto se encuentra que entre el demandante y el demandado se celebró el contrato No. 5206205 el 22 de julio de 2009
, que tuvo por objeto la realización de obras de construcción de una variante en el sector Alto de San Pablo del Poliducto Galán- Chimita de la gerencia de poliductos de la vicepresidencia de transporte de Ecopetrol S.A. 

Como plazo inicial del contrato se fijó el término de ciento cincuenta (150) días calendario o hasta el 31 de diciembre de 2009, lo que ocurriera primero, contados desde el 18 de agosto de 2009, fecha en la que se suscribió el acta de iniciación de obras
. 

Dicho plazo se extendió mediante la suscripción del otrosí No. 1 del 29 de diciembre de 2009 (hasta el 15 de abril de 2010)
, del otrosí No. 2 de del 15 de abril de 2010 (hasta el 30 de mayo de 2011)
; del contrato adicional No. 2 del 26 de abril de 2010 (hasta el 15 de julio de 2010)
; del otrosí No. 3 del 15 de julio de 2010 (hasta el 31 de octubre de 2010)
; del otrosí No. 4 del 29 de octubre de 2010 (hasta el 29 de enero de 2011)
; del otrosí No. 5 del 29 de enero de 2011
; del contrato adicional No. 3 del 7 de marzo de 2011(hasta el 15 de abril de 2011)
; del contrato adicional No. 4 del 30 de marzo de 2011(hasta el 14 de mayo de 2011)
; y del otro sí No. 6 del 13 de mayo de 2011 (hasta el 31 de mayo de 2011)
.

Pero además de prorrogarse el plazo también se suspendió la ejecución de las obras mediante la suscripción del acta de suspensión parcial No. 1 (desde el 16 de diciembre de 2010 hasta el 4 de enero de 2011)
; del acta de suspensión parcial No. 2 (desde el 21 de mayo de 2011 hasta el 15 de junio de 2011)
; y del acta de suspensión parcial No. 3 del 5 de junio de 2011 hasta el 18 de junio de 2011
.

El 18 de junio de 2011 se suscribió entre las partes el “ACTA DE TERMINACIÓN DE OBRA CON PENDENTES MENORES DE LOS TRABAJOS”
 y finalmente el contrato se liquidó bilateralmente el 22 de noviembre de 2012
, es decir, por fuera de los términos legales previstos en la ley para ello. 

Por último, entre las partes se suscribió el otrosí No. 7 del 13 de octubre de 2011, mediante el cual las partes convinieron prorrogar el plazo para liquidar el contrato por sesenta (60) días más
. 

El contrato que celebraron las partes, como ya se ha dicho reiteradamente, se terminó el 18 de junio de 2011, y por consiguiente partir de ésta fecha corrieron los cuatro (4) meses para liquidarlo de común acuerdo y como quiera que así no se hizo, seguidamente empezaron a transcurrir los dos (2) meses para que la Administración lo liquidara unilateralmente.

Ahora, no habiéndose liquidado tampoco de manera unilateral, el término de caducidad de dos (2) años comenzó a contarse al vencerse éste último término de dos (2) meses para la liquidación unilateral.

Con otras palabras, habiendo terminado el contrato el 18 de junio de 2011, los cuatro (4) meses que siguen vencieron el 18 de octubre de 2011, los dos (2) meses subsiguientes culminaron el 18 de diciembre de 2011, y la caducidad de dos (2) años se consolidó el 19 de diciembre de 2013.

Ahora, sí la demanda se presentó el 2 de febrero de 2015
 es evidente que la caducidad ya había operado puesto que, como ya se dijo, la liquidación extemporánea ninguna incidencia tiene en el término de caducidad ya que este empezó a correr de manera irremediable desde que concluyeron los plazos legales para realizarla.

Es decir, el hecho de que entre las partes se haya suscrito un acta de liquidación el 22 de noviembre de 2012, esto es, cuando ya habían vencido los plazos para liquidar de común acuerdo (4 meses) o unilateralmente en su caso (2 meses), esto es los seis meses siguientes a la terminación del negocio, no implica que entonces se tengan dos años más para el ejercicio oportuno del medio de control de controversias contractuales, contados desde esa fecha, pues, se repite, los términos de caducidad son de orden público y por consiguiente inmodificables por el querer de las partes.

Pero incluso si hipotéticamente se tomara la fecha en la que se suscribió el acta de liquidación bilateral referida, esto es, el 22 de noviembre de 2012, el término de caducidad del medio de control de controversias contractuales operaría el 23 de noviembre de 2014, y como la demanda se presentó el 2 de febrero de 2015, es evidente entonces que para esa fecha también ya había operado el fenómeno jurídico de la caducidad.

De otra parte, se tiene que en el presente asunto tampoco se presentó una suspensión de términos, pues para la fecha en la que se presentó la solicitud de conciliación prejudicial, esto es, el 13 de noviembre de 2014, ya había operado la caducidad del medio de control de controversias contractuales. 

Ahora, con independencia de que las partes hayan suscrito un otrosí mediante el cual acordaron prorrogar el plazo para llevar a cabo la liquidación del contrato, ello tampoco es óbice para que se admita que los plazos de ley puedan extenderse o modificarse por el querer de las partes, pues se repite las normas que establecen los términos de caducidad son de orden público y de aplicación inmediata. 

Entender lo contrario conduciría en este caso a que el término de caducidad del medio de control de controversias contractuales pudiera extenderse según el querer de las partes, cuando el mandato de la ley es que ella opere a los dos años contados a partir de la liquidación del contrato pero, por supuesto, siempre y cuando que esta liquidación sea oportuna ya que si este acto no se produce en los términos ya mencionados, a la conclusión de estos empieza a correr irremediable e indefectiblemente el término de la caducidad, sin que un acto liquidatorio posterior tenga la virtualidad de alterar el término legalmente previsto para la decadencia de la acción. 

Y como así no lo vio ni lo decidió el Tribunal Administrativo de Oralidad de Santander, la providencia apelada deberá ser revocada para en su lugar declarar como probada la excepción de caducidad del medio de control de controversias contractuales formulada por la demandada e inadmitir la demanda interpuesta.

En mérito de lo expuesto,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Oralidad de Santander mediante el auto del 8 de octubre de 2015, mediante el cual se negó la excepción de caducidad del medio de control de controversias contractuales formulada por la parte demandada.

SEGUNDO: DECLARAR terminado el proceso por haber operado la caducidad del medio de control de controversias contractuales. 

TERCERO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ                      GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

     Presidenta de la Sala de Sección C                                                       Magistrado
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 

Magistrado Ponente 
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